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I. Disposiciones generales

JEFATURA DEL ESTADO

21870 CORRECCIÓN de erratas del Instrumento de
ratificación de la Carta Europea de las Lenguas
Regionales o Minoritarias, hecha en Estras-
burgo el 5 de noviembre de 1992.

En la publicación del Instrumento de ratificación de
la Carta Europea de las Lenguas Regionales o Minori-
tarias, hecha en Estrasburgo el 5 de noviembre de 1992,
publicado en el «Boletín Oficial del Estado» número 222,
de 15 de septiembre de 2001, se han advertido las
siguientes erratas:

Página 34733, columna izquierda. Declaración Espa-
ña. Párrafo 5, líneas 5 y 6, donde dice: «Illes Balears
y Valenciana», debe decir: «Islas Baleares y Valencia».

Página 34734, columna izquierda. Artículo 1. Apar-
tado ii), línea 3, donde dice: «Estad», debe decir: «Estado».

Página 34735, columna derecha. Artículo 8. Apar-
tado b.iv), línea 2, donde dice: «al menos los alumnos»,
debe decir: «al menos a los alumnos».

Página 3476, columna derecha. Artículo 9. Apartado
d), línea 1, donde dice: «adoptar medias», debe decir:
«adoptar medidas».

MINISTERIO
DE ASUNTOS EXTERIORES

21871 RESOLUCIÓN de 5 de noviembre de 2001,
de la Secretaría General Técnica, por la que
se publica la Resolución 1373 (2001) sobre
medidas para combatir el terrorismo, aproba-
da por el Consejo de Seguridad de las Nacio-
nes Unidas en su 4385.a sesión, celebrada
el 28 de septiembre de 2001.

El Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas en
su 4385.a sesión, celebrada el 28 de septiembre de
2001, aprobó la Resolución 1373 (2001), y previo Acuer-
do del Consejo de Ministros de 2 de noviembre de 2001
se publica a continuación el texto de la citada Resolución,
a efectos de su incorporación al ordenamiento jurídico
español.

RESOLUCIÓN 1373 (2001) APROBADA POR EL
CONSEJO DE SEGURIDAD EN SU 4385.a SESIÓN,

CELEBRADA EL 28 DE SEPTIEMBRE DE 2001

El Consejo de Seguridad,

Reafirmando sus Resoluciones 1269 (1999) de 19
de octubre de 1999 y 1368 (2001) de 12 de septiembre
de 2001,

Reafirmando también su condena inequívoca de los
ataques terroristas ocurridos en Nueva York, Washington
D. C. y Pennsylvania el 11 de septiembre de 2001, y
expresando su determinación de prevenir todos los actos
de esa índole.

Reafirmando asimismo que esos actos, al igual que
todo acto de terrorismo internacional, constituyen una
amenaza a la paz y la seguridad internacionales,

Reafirmando el derecho inmanente de legítima defen-
sa individual o colectiva reconocido en la Carta de las
Naciones Unidas y confirmado en la Resolución 1368
(2001),

Reafirmando la necesidad de luchar con todos los
medios, de conformidad con la Carta de las Naciones
Unidas, contra las amenazas a la paz y la seguridad inter-
nacionales representadas por los actos de terrorismo,

Profundamente preocupado por el aumento, en varias
regiones del mundo, de actos de terrorismo motivados
por la intolerancia o el extremismo,

Insta a los Estados a trabajar de consuno urgente-
mente para prevenir y reprimir los actos de terrorismo,
en particular acrecentando su cooperación y cumpliendo
plenamente los convenios internacionales contra el terro-
rismo que sean pertinentes,

Reconociendo la necesidad de que los Estados com-
plementen la cooperación internacional adoptando otras
medidas para prevenir y reprimir en sus territorios, por
todos los medios legales, la financiación y preparación
de esos actos de terrorismo,

Reafirmando el principio establecido por la Asamblea
General en su declaración de octubre de 1970 (2625)
(XXV) y confirmado por el Consejo de Seguridad en su
Resolución 1189 (1998), de 13 de agosto de 1998,
a saber, que todos los Estados tienen el deber de abs-
tenerse de organizar, instigar y apoyar actos terroristas
perpetrados en otro Estado o de participar en ellos, y
de permitir actividades organizadas en su territorio enca-
minadas a la comisión de dichos actos,

Actuando en virtud del Capítulo VII de la Carta de
las Naciones Unidas,

1. Decide que todos los Estados:

a) Prevengan y repriman la financiación de los actos
de terrorismo;

b) Tipifiquen como delito la provisión o recaudación
intencionales, por cualesquiera medios, directa o indi-
rectamente, de fondos por sus nacionales o en sus terri-
torios con intención de que dichos fondos se utilicen,
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o con conocimiento de que dichos fondos se utilizarán,
para perpetrar actos de terrorismo;

c) Congelen sin dilación los fondos y demás activos
financieros o recursos económicos de las personas que
cometan, o intenten cometer, actos de terrorismo o par-
ticipen en ellos o faciliten su comisión; de las entidades
de propiedad o bajo el control, directos o indirectos,
de esas personas, y de las personas y entidades que
actúen en nombre de esas personas y entidades o bajo
sus órdenes, inclusive los fondos obtenidos o derivados
de los bienes de propiedad o bajo el control, directos
o indirectos, de esas personas y de las personas y enti-
dades asociadas con ellos;

d) Prohíban a sus nacionales o a todas las personas
y entidades en sus territorios que pongan cualesquiera
fondos, recursos financieros o económicos o servicios
financieros o servicios conexos de otra índole, directa
o indirectamente, a disposición de las personas que
cometan o intenten cometer actos de terrorismo o faci-
liten su comisión o participen en ella, de las entidades
de propiedad o bajo el control, directos o indirectos,
de esas personas y de las personas y entidades que
actúen en nombre de esas personas o bajo sus órdenes;

2. Decide también que todos los Estados:

a) Se abstengan de proporcionar todo tipo de apoyo,
activo o pasivo, a las entidades o personas que participen
en la comisión de actos de terrorismo, inclusive repri-
miendo el reclutamiento de miembros de grupos terro-
ristas y eliminando el abastecimiento de armas a los
terroristas;

b) Adopten las medidas necesarias para prevenir
la comisión de actos de terrorismo, inclusive mediante
la provisión de alerta temprana a otros Estados mediante
el intercambio de información;

c) Denieguen refugio a quienes financian, planifican
o cometen actos de terrorismo, o prestan apoyo a esos
actos, o proporcionan refugios;

d) Impidan que quienes financian, planifican, faci-
litan o cometen actos de terrorismo utilicen sus territorios
respectivos para esos fines, en contra de otros Estados
o de sus ciudadanos;

e) Aseguren el enjuiciamiento de toda persona que
participe en la financiación, planificación, preparación
o comisión de actos de terrorismo o preste apoyo a
esos actos, y aseguren que, además de cualesquiera
otras medidas de represión de esos actos que se adop-
ten, dichos actos de terrorismo queden tipificados como
delitos graves en las leyes y otros instrumentos legis-
lativos internos y que el castigo que se imponga corres-
ponda a la gravedad de esos actos de terrorismo;

f) Se proporcionen recíprocamente el máximo nivel
de asistencia en lo que se refiere a las investigaciones
o los procedimientos penales relacionados con la finan-
ciación de los actos de terrorismo o el apoyo prestado
a éstos, inclusive por lo que respecta a la asistencia
para la obtención de las pruebas que posean y que sean
necesarias en esos procedimientos;

g) Impidan la circulación de terroristas o de grupos
terroristas mediante controles eficaces en frontera y con-
troles de la emisión de documentos de identidad y de
viaje, y mediante la adopción de medidas para evitar
la falsificación, la alteración ilegal y la utilización frau-
dulenta de documentos de identidad y de viaje;

3. Exhorta a todos los Estados a:

a) Encontrar medios para intensificar y agilizar el
intercambio de información operacional, especialmente
en relación con las actividades o movimientos de terro-
ristas individuales o de redes de terroristas; los docu-
mentos de viaje alterados ilegalmente o falsificados; el
tráfico de armas, explosivos o materiales peligrosos; la

utilización de tecnologías de las comunicaciones por gru-
pos terroristas y la amenaza representada por la posesión
de armas de destrucción en masa por parte de grupos
terroristas;

b) Intercambiar información de conformidad con el
derecho internacional y la legislación interna y cooperar
en las esferas administrativas y judiciales para impedir
la comisión de actos de terrorismo;

c) Cooperar, en particular mediante acuerdos y con-
venios bilaterales y multilaterales, para impedir y reprimir
los ataques terroristas, y adoptar medidas contra quienes
cometan esos actos;

d) Adherirse tan pronto como sea posible a los con-
venios y protocolos internacionales pertinentes relativos
al terrorismo, inclusive el Convenio Internacional para
la represión de la financiación del terrorismo, de 9 de
diciembre de 1999;

e) Fomentar la cooperación y aplicar plenamente
los convenios y protocolos internacionales pertinentes
relativos al terrorismo, así como las Resoluciones del
Consejo de Seguridad 1269 (1999) y 1368 (2001);

f) Adoptar las medidas apropiadas de conformidad
con las disposiciones pertinentes de la legislación nacio-
nal y el derecho internacional, inclusive las normas inter-
nacionales en materia de derechos humanos, antes de
conceder el estatuto de refugiado, con el propósito de
asegurarse de que el solicitante de asilo no haya pla-
nificado o facilitado actos de terrorismo ni participado
en su comisión;

g) Asegurar, de conformidad con el derecho inter-
nacional, que el estatuto de refugiado no sea utilizado
de modo ilegítimo por los autores, organizadores o patro-
cinadores de los actos de terrorismo, y que no se reco-
nozca la reivindicación de motivaciones políticas como
causa de denegación de las solicitudes de extradición
de presuntos terroristas;

4. Observa con preocupación la conexión estrecha
que existe entre el terrorismo internacional y la delin-
cuencia transnacional organizada, las drogas ilícitas, el
blanqueo de dinero, el tráfico ilícito de armas y la cir-
culación ilícita de materiales nucleares, químicos, bio-
lógicos y otros materiales potencialmente letales, y a
ese respecto pone de relieve la necesidad de promover
la coordinación de las iniciativas en los planos nacio-
nales, subregional, regional e internacional, para reforzar
la respuesta internacional a este reto y amenaza graves
a la seguridad internacional;

5. Declara que los actos, métodos y prácticas terro-
ristas son contrarios a los propósitos y principios de las
Naciones Unidas y que financiar intencionadamente
actos de terrorismo, planificarlos e incitar a su comisión
también es contrario a dichos propósitos y principios
de las Naciones Unidas;

6. Decide establecer, de conformidad con el artícu-
lo 28 de su reglamento provisional, un Comité del Con-
sejo de Seguridad integrado por todos los miembros
del Consejo, para verificar la aplicación de la presente
Resolución, con la asistencia de los expertos que se con-
sideren apropiados, y exhorta a todos los Estados a que
informen al Comité, a más tardar noventa días después
de la fecha de aprobación de la Resolución y con pos-
terioridad conforme a un calendario que será propuesto
por el Comité, de las medidas que hayan adoptado para
aplicar la presente resolución;

7. Pide al Comité que establezca sus tareas, pre-
sente un programa de trabajo en el plazo de treinta días
después de la aprobación de la presente resolución y
determine el apoyo que necesita, en consulta con el
Secretario General;

8. Expresa su determinación de adoptar todas las
medidas necesarias para asegurar la aplicación plena
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de la presente resolución de conformidad con las fun-
ciones que se le asignan en la Carta;

9. Decide seguir ocupándose de la cuestión.

Lo que se hace público para conocimiento general.
Madrid, 5 de noviembre de 2001.—El Secretario gene-

ral técnico, Julio Núñez Montesinos.

21872 ACUERDO entre el Reino de España y la Repú-
blica del Ecuador sobre el libre ejercicio de
actividades remuneradas para familiares
dependientes del personal diplomático, con-
sular, administrativo y técnico de Misiones
Diplomáticas y Oficinas Consulares, hecho en
Madrid el 7 de marzo de 2000.

ACUERDO ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y LA REPÚ-
BLICA DEL ECUADOR SOBRE EL LIBRE EJERCICIO DE
ACTIVIDADES REMUNERADAS PARA FAMILIARES
DEPENDIENTES DEL PERSONAL DIPLOMÁTICO, CON-
SULAR, ADMINISTRATIVO Y TÉCNICO DE MISIONES

DIPLOMÁTICAS Y OFICINAS CONSULARES

El Reino de España y la República del Ecuador, en
su deseo de permitir el libre ejercicio de actividades
remuneradas, sobre la base de un tratamiento recíproco,
a los familiares dependientes a cargo de los empleados
de las Misiones Diplomáticas, Oficinas Consulares y
Representaciones Permanentes ante Organizaciones
Internacionales de una de las Partes destinados en
misión oficial en el territorio de la otra Parte, acuerdan
lo siguiente:

Artículo 1.

Los familiares dependientes del personal diplomático,
consular, administrativo y técnico de las Misiones Diplo-
máticas y Oficinas Consulares de la República del Ecua-
dor en el Reino de España y del Reino de España en
la República del Ecuador, quedan autorizados para ejer-
cer actividades remuneradas en el Estado receptor, en
las mismas condiciones que los nacionales de dicho Esta-
do, una vez obtenida la autorización correspondiente de
conformidad con lo dispuesto en este Acuerdo. Este
beneficio se extenderá igualmente a los familiares depen-
dientes de nacionales ecuatorianos o españoles acre-
ditados ante Organizaciones Internacionales con sede
en cualquiera de los dos países.

Artículo 2.

Para los fines de este Acuerdo se entienden por fami-
liares dependientes:

a) Cónyuge,
b) Hijos solteros menores de veintiún años, que

vivan a cargo de sus padres, o menores de veintitrés
que cursen estudios superiores en centros de enseñanza
superior y,

c) Hijos solteros que vivan a cargo de sus padres
y tengan alguna incapacidad física o mental.

Artículo 3.

No habrá restricciones sobre la naturaleza o clase
de empleo que pueda desempeñarse. Se entiende, sin
embargo, que en las profesiones o actividades en que
se requieran cualificaciones especiales, será necesario
que el familiar dependiente cumpla con las normas que

rigen el ejercicio de dichas profesiones o actividades
en el Estado receptor. Además, la autorización podrá
ser denegada en aquellos casos en que, por razones
de seguridad, puedan emplearse solamente nacionales
del Estado receptor.

Artículo 4.

La solicitud de autorización para el ejercicio de una
actividad remunerada se realizará por la respectiva
Misión Diplomática mediante Nota Verbal ante la Direc-
ción General de Protocolo del Ministerio de Asuntos Exte-
riores. Esta solicitud deberá acreditar la relación familiar
del interesado con el empleado del cual es dependiente
y la actividad remunerada que desee desarrollar. Una
vez comprobado que la persona para la cual se solicita
autorización se encuentra dentro de las categorías defi-
nidas en el presente Acuerdo, el Ministerio de Asuntos
Exteriores del Estado receptor informará inmediata y ofi-
cialmente a la Embajada del Estado acreditante que el
familiar dependiente ha sido autorizado para trabajar,
sujeto a la reglamentación pertinente del Estado recep-
tor.

Artículo 5.

Un familiar dependiente que goce de inmunidad de
jurisdicción de acuerdo con el artículo 31 de la Con-
vención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas o de
acuerdo con la Convención de Privilegios e Inmunidades
de Naciones Unidas, o cualquier otro Instrumento inter-
nacional y que obtuviera empleo al amparo del presente
Acuerdo, no gozará de inmunidad civil ni administrativa
respecto de las actividades relacionadas con su empleo,
quedando sometidas a la legislación y a los Tribunales
del Estado receptor en relación a las mismas.

Artículo 6.

En el caso de que un familiar dependiente goce de
inmunidad ante la jurisdicción criminal del Estado recep-
tor de conformidad con la Convención de Viena sobre
Relaciones Diplomáticas o cualquier otro instrumento
internacional aplicable:

a) El Estado acreditante renunciará a la inmunidad
del familiar dependiente en cuestión ante la jurisdicción
criminal del Estado receptor respecto de cualquier acto
u omisión cometidos en relación con su trabajo, salvo
en supuestos especiales en los que el Estado acreditante
considere que tal renuncia fuere contraria a sus intereses.

b) La renuncia a la inmunidad de la jurisdicción cri-
minal no se entenderá como extensible a la ejecución
de la sentencia, para lo cual se precisará una renuncia
específica. En tales casos, el Estado acreditante estudiará
seriamente la renuncia a esta última inmunidad.

Artículo 7.

El familiar dependiente que desarrolle actividades
remuneradas en el Estado receptor, estará sujeto a la
legislación aplicable en ambos Estados en materia tri-
butaria y de seguridad social en lo referente al ejercicio
de dichas actividades.

Artículo 8.

Este Acuerdo no implica reconocimiento de títulos,
grados o estudios entre los dos países.


